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SUMARIO: I. El principio del sometimiento de la Ad­
ministración al derecho. II. La regulación del proce­

dimiento administrativo. 

Uno de los objetivos esenciales de las leyes de 
procedimiento administrativo en América latina ha 

' Este trabajo lo he elaborado en homenaje al recordado amigo 
Valentín Paniagua, profesor de derecho administrativo en el Pe­
rú, a quien corno Presidente de la República le correspondió 
promulgar el 10 de abril de 2001, la Ley No. 27.444 del Procedi­
miento Administrativo General, con la cual dicho pais se incor­
poró en la corriente contemporánea de la codificación formal del 
procedimiento administrativo, cuyo antecedente remoto, sin 
embargo, puede situarse en el Reglamento de Normas Generales 
de Procedimiento Administrativo que se dictó también en el propio 
Perú, mediante Decreto Supremo W 006-67-56 de 1967. Ese fue 
el primer cuerpo normativo en la materia en América latina, al 
cual luego siguieron diversas leyes de procedimiento administra­
tivo, la primera de las cuales fue la Ley de Procedimientos Admi­
nistrativos, Ley 19.549, de Argentina de 1972. El destino quiso 
que fuera precisamente el profesor Valentín Paniagua, cuya 
amistad personal me honró durante muchas décadas hasta su 
inesperado fallecimiento, quien mandara a publicar y a cumplir 
dicha Ley. Y quien mejor para ello, que un profesor de larga 
trayectoria académica tornado en jefe de Estado? Por ello, he 
elaborado este trabajo sobre el terna del tratamiento del principio 
de la legalidad en las leyes de procedimiento administrativo de 
América Latina, porque no sólo se trata de una formulación teó­
rica del derecho administrativo, sino de un pilar fundamental del 
Estado de derecho y del régimen democrático que tanto defendió 
Paniagua, tanto en su pais, corno en toda la América Latina 
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sido el reforzamiento del principio de legalidad, es 
decir, el buscar asegurar el sometimiento de la Ad­
ministración al derecho, de manera de garantizar la 
situación jurídica de los particulares frente a la 
misma. Por ello precisamente, la Ley sobre Procedi­
miento Administrativo General del Perú de 2001, en 
el artículo IV, 1.1 del Título Preliminar dispone que: 

Las autoridades administrativas deben actuar 
con respeto a la Constitución, la ley y al dere­
cho, dentro de las facultades que le estén atri­
buidas y de acuerdo con los fines para los que 
les fueron conferidas. 

Con esta disposición se precisa con claridad, no sólo 
que la Administración sólo puede actuar sometida al 
derecho, sino además dentro del preciso marco de 
las competencias que las normas le asignan, y 
siempre en acuerdo con los fines para los cuales le 
fueron conferidas dichas competencias. Este es el 
principio universal en la materia, y que puede anali­
zarse en el ámbito de las leyes latinoamericanas, 
haciendo referencia a las modalidades del someti­
miento de la Administración al derecho, y al signifi­
cado que tienen las leyes de procedimiento adminis­
trativo en esa tarea. 

I. EL PRINCIPIO DEL SOMETIMIENTO DE LA 
ADMINISTRACIÓN AL DERECHO 

l. El sometimiento al derecho y sus fuentes 

El solo hecho de que se dicte una ley de procedi­
mientos administrativos en un país puede conside­
rarse como un enunciado formal de que la Adminis­
tración tiene que someterse al derecho y, a su vez, 
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de que ese sometimiento puede ser objeto de control 
por parte de los tribunales contencioso­
administrativos. Se trata, nada más y nada menos, 
que de uno de los signos de afianzamiento del Esta­
do de derecho. 
Ese sometimiento al derecho, sin embargo, como 
principio del Estado de derecho, tiene diverso alcan­
ce según los órganos del Estado y los diversos actos 
estatales. Por ejemplo, las leyes dictadas por el Con­
greso o Parlamento y los interna corporis son actos 
estatales que sólo están sometidos a la Constitución 
en cuanto que se dictan en ejecución directa e in­
mediata de la misma; asimismo, los llamados "actos 
de gobierno" del Poder Ejecutivo son también actos 
dictados en ejecución directa e inmediata de la 
Constitución, por lo que el derecho que los condi­
ciona es el que contiene la Constitución. En esos 
casos, por ello, no puede haber una ley que se inter­
ponga entre la Constitución y un interna corporis o 
un acto de gobierno, ya que el ámbito de derecho 
aplicable a estos actos estatales está circunscrito a 
la Constitución. Por tanto, en general, el ámbito del 
derecho aplicable a los actos de los órganos del Es­
tado depende de la posición del órgano que lo dicta 
en la jerarquía de las normas y de la forma en que 
emana en relación con la Constitución. 
En cuanto a la actividad administrativa, ésta, al ser 
siempre de rango sublegal, por supuesto que está no 
sólo sometida a la Constitución sino también a todas 
las otras fuentes del ordenamiento jurídico, respe­
tándose "la jerarquía normativa" de las fuentes, como 
lo indica la Ley de Procedimiento Administrativo de 
Honduras (1987) (art. 2) e, incluso, a las fuentes no 
escritas. De allí la importancia de los principios gene­
rales del derecho administrativo que han guiado la 
elaboración de las leyes de procedimiento administra-

51 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2010. Asociación Internacional de Derecho Administrativo



ALLAN R. BREWER-CARÍAS 

tivo formulados inicial y paulatinamente a través de 
su aplicación jurisprudencia!, y que han terminado 
siendo positivizados en las leyes. 
Como consecuencia de ello, al analizar el sometimien­
to de la Administración al principio de legalidad, con­
forme a las leyes de procedimiento administrativo se 
constata que ya no se trata sólo de un principio gene­
ral del derecho, pues el mismo tiene cada vez con 
más frecuencia y precisión, una expresión formal en 
los textos. Uno de estos enunciados está, por ejem­
plo, en la Ley No. 9784 que regula el procedimiento 
administrativo en la Administración pública federal 
de Brasil {1999), que impone como criterio a ser ob­
servado en los procedimientos administrativos, "la 
actuación conforme a la Ley y al derecho" {art. 2, Pa­
rágrafo Único, I); y en el Reglamento de procedimien­
to administrativo de la Secretaría de la Comunidad 
Andina {1997), al disponer su articulo so que preci­
samente en virtud del principio de legalidad: 

La Secretaría deberá someterse en su actua­
ción a las normas del ordenamiento jurídico de 
la Comunidad" ajustándose a lo establecido 
"en el Acuerdo de Cartagena, en el Tratado de 
Creación del Tribunal de Justicia del Acuerdo 
de Cartagena, y en las Decisiones de la Comi­
sión de la Comunidad Andina y del Consejo 
Andino de Ministros de Relaciones Exteriores 
{art. 8). 

Otras leyes nacionales también enuncian este prin­
cipio en forma expresa. Por ejemplo, la Ley General 
de la Administración Pública de Costa Rica {1978) 
señala que: "La Administración Pública actuará so­
metida al ordenamiento jurídico ... " {art. 11,1); agre­
gando en su artículo 13, que: 
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La Administración estará sujeta, en general, a 
todas las normas escritas y no escritas del or­
denamiento administrativo y al derecho priva­
do supletorio del mismo, sin poder derogarlos 
ni desaplicarlos para casos concretos. 

Este principio de legalidad o de actuación en con­
formidad con el derecho, por tanto, implica que las 
actividades que realicen todos los órganos que ejer­
cen el poder público y no sólo los que conforman la 
Administración pública, deben someterse a la Cons­
titución y a las leyes. La consecuencia de ello, en un 
Estado de derecho, es que las actividades contrarias 
al derecho están sometidas al control tanto de la 
jurisdicción constitucional como de la jurisdicción 
contencioso administrativa, cuyos tribunales pue­
den anularlos. 
En relación con la Administración pública, la Ley 
Orgánica de la Administración Pública de Venezuela 
(2001) expresa formalmente el principio, vinculándo­
lo a la competencia, para lo cual, además, precisa la 
jerarquía de las fuentes del derecho aplicable a la 
Administración, así: 

Artículo 4°. La Administración Pública se orga­
niza y actúa de conformidad con el principio de 
legalidad, por el cual la asignación, distribu­
ción y ejercicio de sus competencias se sujeta 
a la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, a las leyes y a los actos adminis­
trativos de carácter normativo, dictados formal 
y previamente conforme a la ley, en garantía y 
protección de las libertades públicas que con­
sagra el régimen democrático a las personas. 
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Se destaca de esta norma, como se dijo, la indica­
ción formal de la jerarquía de las fuentes del dere­
cho aplicables a la Administración: 1) la Constitu­
ción, 2) las leyes y 3) los actos administrativos nor­
mativos; y la referencia al principio teleológico de la 
sumisión a la ley, cuyo fin es la garantía y protec­
ción de las libertades públicas propias del régimen 
democrático. Las fuentes del derecho, además, para 
ser tales, deben haberse dictado formal y previa­
mente a la actividad que se regule, lo que implica la 
proscripción de la retroactividad de la ley. 
El principio de la legalidad, además, se erige como 
un principio en el cual se fundamenta la Adminis­
tración pública, definiéndose en la Constitución ve­
nezolana ( 1999) como "el sometimiento pleno a la ley 
y al derecho" (art. 141), y en ese país es una de las 
misiones fundamentales de los órganos del poder 
ciudadano, consistente en velar por "la aplicación 
del principio de la legalidad en toda la actividad ad­
ministrativa del Estado" (art. 274). 
Adicionalmente, el artículo 8 de la mencionada Ley 
Orgánica de Venezuela recoge la previsión del ar­
ticulo 7 de la Constitución del país, y precisa que 
"todos los funcionarios de la Administración pública 
están en la obligación de cumplir y hacer cumplir la 
Constitución". Toda autoridad, por tanto, deriva y 
debe ejecutarse conforme a la Constitución. 
Por otra parte, la Ley General de Costa Rica, consa­
gra en su propio texto no sólo la sujeción de la Ad­
ministración a la ley escrita, sino también a las 
normas no escritas del ordenamiento jurídico. Inclu­
so llega a enumerar con precisión y expresamente la 
jerarquía de las fuentes, las cuales el artículo 6,1 
sujeta al siguiente orden: 

a) La Constitución Política; 
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b) Los tratados internacionales y las normas 
de la Comunidad Centroamericana; 
e) Las leyes y los demás actos con valor de ley; 
d) Los decretos del Poder Ejecutivo que regla­
mentan las leyes de los otros Supremos Pode­
res en la materia de su competencia; 
e) Los demás reglamentos del Poder Ejecutivo, 
los estatutos y los reglamentos de los entes 
descentralizados; y 
f) Las demás normas subordinadas a los re­
glamentos, centrales y descentralizadas. 

Además, en la citada Ley General de Costa Rica, se 
enumeran las siguientes fuentes no escritas: "la cos­
tumbre, la jurisprudencia y los principios generales 
de derecho", que deben servir para interpretar, inte­
grar y delimitar el campo de aplicación del ordena­
miento escrito y tendrán el rango de la norma que 
interpretan, integran o delimitan (art. 7). 
La Ley 27.444 del Perú puede decirse que culminó 
este proceso de positivización de las fuentes del de­
recho administrativo, como fuentes del procedimien­
to administrativo. Por una parte, indica que "el or­
denamiento jurídico-administrativo integra un sis­
tema orgánico que tiene autonomía respecto de 
otras ramas del derecho" (art. V, Título Preliminar), 
consagrando así la autonomía del derecho adminis­
trativo para lo cual precisa, el mismo artículo V, 1, 
que "el ordenamiento jurídico administrativo integra 
un sistema orgánico que tiene autonomía respecto 
de otras ramas del Derecho". Por otra parte, enume­
ra, las siguientes fuentes del derecho administrativo: 

2.1 Las disposiciones constitucionales 
2.2 Los tratados y convenios internaciona-
les incorporados al Ordenamiento Jurídico Na-
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cional. 
2.3 Las leyes y disposiciones de jerarquía 
equivalente 
2.4 Los Decretos Supremos y demás nor­
mas reglamentarias de otros poderes del Esta­
do. 
2.5 Los demás reglamentos del Poder Eje­
cutivo, los estatutos y reglamentos de las enti­
dades, así como los de alcance institucional o 
provenientes de los sistemas administrativos. 
2.6 Las demás normas subordinadas a los 
reglamentos anteriores. 
2.7 La jurisprudencia proveniente de las 
autoridades jurisdiccionales que interpreten 
disposiciones administrativas. 
2.8 Las resoluciones emitidas por la Ad­
ministración a través de sus tribunales o con­
sejos regidos por leyes especiales, establecien­
do criterios interpretativos de alcance general y 
debidamente publicadas. Estas decisiones ge­
neran precedente administrativo, agotan la vía 
administrativa y no pueden ser anuladas en 
esa sede. 
2.9 Los pronunciamientos vinculantes de 
aquellas entidades facultadas expresamente 
para absolver consultas sobre la interpretación 
de normas administrativas que apliquen en su 
labor, debidamente difundidas. 
2.10 Los principios generales del derecho 
administrativo. 

Sin embargo, en cuanto a la jurisprudencia, a los 
precedentes, a las consultas interpretativas y a los 
principios generales del derecho administrativo, la 
ley peruana señala que: "sirven para interpretar y 
delimitar el campo de aplicación del ordenamiento 
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positivo al cual se refieren". (art. V, 3, título prelimi­
nar). 
Por otra parte, para completar el proceso de positivi­
zación del principio de la legalidad, el artículo 8 de 
la ley general de Costa Rica agrega también este 
enunciado: 

El ordenamiento administrativo se entenderá 
integrado por las normas no escritas necesa­
rias para garantizar un equilibrio entre la efi­
ciencia de la Administración y la dignidad, la 
libertad y los otros derechos fundamentales del 
individuo. 

Con ello también encuentra consagración en el de­
recho positivo el enunciado del principio del necesa­
rio equilibrio entre el poder de la Administración (la 
eficiencia de la Administración) y los derechos de los 
particulares. 
Aparte de esto, la ley costarricense señala otros prin­
cipios a los cuales queda sometida la Administración, 
como son los relativos al servicio público, "para ase­
gurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a 
todo cambio en el régimen legal o en la necesidad 
social que satisfacen y la igualdad en el trato de los 
destinatarios, usuarios o beneficiarios" (art. 4). 
Ahora bien, este principio del sometimiento de la 
Administración al derecho encuentra en este con­
junto de leyes una consagración expresa en tres as­
pectos que hay que destacar: en primer lugar, en el 
carácter siempre sublegal de la actividad de la Ad­
ministración y del acto administrativo; en segundo 
lugar, en la regulación misma del régimen de los 
procedimientos, que tiene carácter obligatorio, pros­
cribiéndose las vías de hecho; y, en tercer lugar, aún 
cuando no haya regulación general del procedimien-
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to, en la importancia del principio del paralelismo de 
las formas como un elemento que debe guiar la ac­
tuación de la Administración. 

2. El carácter sublegal de la actividad administra­
tiva 

A. El respeto a la legalidad 

Toda actividad administrativa es de carácter y rango 
sublegal; por ello, el acto administrativo se distingue 
del acto de gobierno del poder Ejecutivo y de los ac­
tos del Parlamento, que son siempre de rango legal, 
por ser dictados en ejecución directa e inmediata de 
la Constitución y sometidos, por tanto, al solo con­
trol de la Jurisdicción Constitucional. En cambio, 
los actos administrativos, al ser siempre de rango 
sublegal, están sometidos al control de la conformi­
dad con el derecho (y no sólo con la Constitución) 
que ejercen los tribunales de la jurisdicción conten­
cioso administrativa. 
Ahora bien, el carácter sublegal de la actividad ad­
ministrativa que implica el sometimiento o sujeción 
de la Administración a la ley, exige precisar el es­
quema de relaciones entre la ley y el acto normativo 
de la Administración que es el reglamento. 
En tal sentido puede decirse que con carácter general 
en América latina, al contrario de lo que sucede en el 
sistema constitucional francés, no hay áreas norma­
tivas reservadas a la Administración. La función 
normativa por excelencia corresponde al Legislador, 
órgano que tiene la posibilidad de ejercer su potestad 
normativa con los solos límites constitucionales. Por 
tanto, el principio del derecho constitucional francés 
de la existencia de áreas reservadas al poder Ejecuti­
vo para ser reglamentadas, que limitan la potestad 
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reguladora del parlamento, no existe en América lati­
na. Al contrario, en nuestros países, la potestad nor­
mativa del legislador en principio es ilimitada en 
cuanto a las materias que puede abarcar, por lo que 
puede regular todo dentro del marco de la Constitu­
ción. Es decir, la competencia normal de carácter 
normativo corresponde al parlamento, no habiendo 
áreas reservadas al reglamento; al contrario, lo que sí 
puede haber y existen son áreas reservadas al legis­
lador, lo que configuran la reserva legal como limita­
ción a la potestad reglamentaria. 
En consecuencia, el primer principio que deriva del 
carácter sublegal de la actividad administrativa es el 
del necesario respeto a la ley; cuyo antecedente 
normativo, en todo caso, se encuentra en la legisla­
ción española, específicamente en la vieja y ya dero­
gada Ley de Procedimientos Administrativos (1957), 
que. estableció el principio de que "la Administración 
no poclrá dictar disposiciones contrarias a las le­
yes ... " (art. 57). En sentido similar, la ley de Hondu­
ras precisa que los órganos de la Administración no 
pueden, mediante actos de carácter general "alterar 
el espíritu de la ley, variando el sentido y alcance de 
ésta" (art. 40, a). Esta ha sido un principio tradicio­
nal del constitucionalismo venezolano que impone a 
la potestad reglamentaria el límite de que con ella no 
se puede "alterar el espíritu, propósito y razón de la 
Ley" (art. 236,10). 

B. El respeto a la reserva legal 

De lo anterior resulta, por tanto, que si bien no exis-: 
ten áreas de regulación normativa reservadas al re­
glamento, que siempre está sometido y subordinado 
a· la ley; en cambio, sí existen áreas que están reser­
vadas al legislador, que implican una limitación a la 
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potestad reglamentaria y al acto administrativo 
normativo. Estas áreas de la reserva legal derivan 
tanto de principios constitucionales como de normas 
expresas de la Constitución. 
En efecto, no es infrecuente encontrar en las Consti­
tuciones reservas legislativas expresas, por ejemplo, 
en materia de organización administrativa, como 
sucede en el caso venezolano, donde la Constitución 
precisa, por ejemplo, que "La Ley determinará lo 
relativo a la organización y funcionamiento de la 
Contraloría General de la República ... " (art. 290); o 
que "La organización de los Municipios y demás en­
tidades locales se regirá... por las normas que para 
desarrollar los principios constitucionales establez­
can las leyes orgánicas nacionales, y por las disposi­
ciones legales que en conformidad con aquéllas dic­
ten los Estados" (art. 169). Por lo tanto, en materia 
de organización, en estos casos, es la Constitución 
la que establece expresamente la reserva legal. 
Estas materias de reserva legal, por tanto, no pue­
den ser objeto de regulación mediante reglamentos. 
Como lo precisa la ley de Honduras, los órganos de 
la Administración no pueden mediante actos de ca­
rácter general, "regular, salvo autorización expresa 
de una Ley, materias que sean de la exclusiva com­
petencia del Poder Legislativo" (art. 40, b). 
En otros casos, la reserva legal deriva de principios 
constitucionales que comienzan a encontrar su ex­
presión positiva en las leyes. En efecto, las áreas 
reservadas al legislador y que implican un límite a la 
potestad reglamentaria normativa, derivan de tres 
ámbitos clásicos de regulaciones constitucionales: el 
régimen de los derechos y garantías constituciona­
les, es decir, la limitación de los derechos humanos; 
el establecimiento de sanciones e infracciones; y el 
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establecimiento de tributos y contribuciones; todas 
áreas de regulación reservadas al Legislador. 
Estos ámbitos de reserva legal, si bien se han ido 
construyendo por la jurisprudencia, es decir, tanto 
por el juez contencioso administrativo como por el 
juez constitucional, paulatinamente han comenzado a 
encontrar su expresión concreta en textos normativos, 
como las leyes de procedimientos administrativos. 
En particular, en cuanto al régimen de derechos y 
garantías constitucionales, la Ley General de la Ad­
ministración de Costa Rica establece que: el mismo 
"está reservado a la ley." (art. 19,1). 
En el caso de Venezuela, en cuanto al régimen san­
donatario e impositivo, la Ley Orgánica de Procedi­
mientos Administrativos ( 1982) establece que: 

Ningún acto administrativo podrá crear san­
ciones, ni modificar las que hubieran sido es­
tablecidas en las leyes, crear impuestos u otras 
contribuciones de derecho público, salvo den­
tro de los límites determinados por la Ley (art. 
10). 

En esta forma se regula la reserva legal en materia 
de sanciones, lo cual se corrobora en la ley de Han~ 
duras, que establece que los órganos de la Adminis­
tración no pueden, mediante actos de carácter gene­
ral, "establecer penas, ni prestaciones personales 
obligatorias, salvo aquellos casos en que expresa­
mente lo autorice la Ley" (art. 40, e). 
En sentido similar, la Ley General de la Administra­
ción Pública de Costa Rica dispone que: 

Los reglamentos, circulares, instrucciones y 
demás disposiciones administrativas de carác­
ter general no podrán establecer penas ni im-
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poner penas, exacciones, tasas, multas ni 
otras cargas similares (art. 124). 

Se encuentran así, en la legislación de Costa Rica, 
las tres clásicas áreas constitucionales de reserva 
legal consagradas en forma expresa en la ley gene­
ral: el régimen de los derechos constitucionales, el 
régimen de las sanciones e infracciones, y el régimen 
de los tributos o exacciones, que sólo pueden esta­
blecerse por ley. 

II. LA REGULACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO 

l. El régimen legal del procedimiento 

A. El ámbito de aplicación 

Otro signo del desarrollo legislativo del principio del 
sometimiento de la Administración al derecho es el 
hecho de la regulación formal expresa del procedi­
miento mismo, lo que ha dado origen a un cuerpo de 
enunciados sobre el ámbito de aplicación de estas 
leyes, basado en su obligatoria aplicación y acata­
miento; habiendo incluso algunas leyes, como la Ley 
27.444 del Perú, definido el propio procedimiento 
administrativo, como: 

Conjunto de actos y diligencias tramitados en 
las entidades, conducentes a la emisión de un 
acto administrativo que produzca efectos jurí­
dicos individuales o individualizables sobre in­
tereses, obligaciones o derechos de los admi­
nistrados (art. 29). 
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a. El principio de la generalidad 

El principio fundamental que rige en esta materia es 
el de la generalidad, es decir, dictada una ley de 
procedimiento administrativo, ésta establece un ré­
gimen básico, común (de allí la nueva denominación 
de la ley española como ley de "Régimen Común") o 
general (de allí la denominación de la ley peruana) 
que se aplica a toda la Administración pública, salvo 
excepciones siempre expresas. 
Por supuesto, hablar de la Administración pública 
exige precisar si ésta debe definirse desde el punto 
de vista orgánico o funcional, y lo cierto, en general, 
es que las leyes de procedimiento administrativo 
han optado por un criterio orgánico para definir su 
ámbito de aplicación, siendo la excepción la defini­
ción de dicho ámbito de aplicación mediante crite­
rios funcionales. 
Esta excepción se da, sin embargo, en el caso de 
Brasil y Colombia. La ley de Brasil, en efecto, pres­
cribe que los preceptos de la misma "se aplican a los 
órganos de los Poderes Legislativos o Judicial de la 
Unión, cuando desempeñen la función administrati­
va" (art. 1, Parágrafo 1 o¡. Por su parte, en Colombia, 
el Código Contencioso Administrativo (1984), en el 
libro sobre Procedimientos Administrativos, prescri­
be que sus normas se aplican al ejercicio de la fun­
ción administrativa, sea cual sea el órgano o entidad 
que la ejerza: puede tratarse de los órganos de todas 
las ramas del poder público, de entidades descentra­
lizadas, de órganos desconcentrados de rango cons­
titucional y de entidades privadas "cuando unos y 
ottús cumplan funciones administrativas" (art. 1). 
Por ello, la definición del ámbito de aplicación del 
código· de Colombia es funcional; sea quien sea que 
ejerza la función administrativa se rige por sus nor-
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mas, trátese de un órgano del Congreso, de la Ad­
ministración, o de las entidades particulares cuando 
dictan actos administrativos. 
En esta misma orientación se ubica la ley del Perú, 
en la cual si bien se dispone que "será de aplicación 
para todas las entidades de la Administración Públi­
ca", la misma entiende por "entidad" o "entidades" 
de la Administración pública para los fines de su 
aplicación, las siguientes: 

l. El Poder Ejecutivo, incluyendo Ministerio y 
Organismos Públicos Descentralizados; 
2. El Poder Legislativo; 
3. El Poder Judicial; 
4. Los Gobiernos Regionales; 
5. Los Gobiernos Locales; 
6. Los Organismos a los que la Constitución Po­
lítica del Perú y las leyes confieren autonomía. 
7. Las demás entidades y organismos, proyec­
tos y programas del Estado, cuyas actividades 
se realizan en virtud de potestades administra­
tivas y, por tanto se consideran sujetas a las 
normas comunes de derecho público, salvo 
mandato expreso de ley que las refiera a otro 
régimen; y 
8. Las personas jurídicas bajo el régimen priva­
do que prestan servicios públicos o ejercen fun­
ción administrativa, en virtud de concesión, de­
legación o autorización del Estado, conforme a 
la normativa de la materia (art. 1). 

Esta norma se complementa con lo dispuesto en el 
artículo 11, según el cual la ley "regula las actuacio­
nes de la función administrativa del Estado y el pro­
cedimiento administrativo común desarrollados en 
las entidades" (art. II, 1, título preliminar). 
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Pero, como antes se dijo, esta definición funcional es 
excepcional, en cuanto al ámbito de aplicación de 
las leyes de procedimiento administrativo, pues en el 
resto de los paises latinoamericanos se ha optado 
por el criterio orgánico. Normalmente se aplican a la 
Administración pública centralizada como sucede en 
la Ley de Venezuela (art. 1 °), en el decreto 500/991 
sobre Normas Generales de actuación administrati­
va y regulación del procedimiento en. la Administra­
ción Central de Uruguay ( 1991) ( art. 1 o ), en la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo de México 
(art. 1 o¡ y en la Ley argentina de Procedimientos ad­
ministrativos (art. 1 °); y en algunos casos, la aplica­
ción de las leyes se extiende a la Administración 
pública descentralizada funcionalmente, como suce­
de en las leyes de Venezuela y Argentina. 

b. El principio de extensión 

Ahora bien, una consecuencia del criterio organ1co 
para precisar el ámbito de aplicación de las leyes de 
procedimiento administrativo, es la previsión en ge­
neral, en su texto, de la posibilidad de extensión de 
su aplicación a otros órganos no comprendidos en 
dicho ámbito orgánico, como norma supletoria, 
siempre que haya posibilidad de su aplicación. 
En aquellos paises con un régimen federal, por 
ejemplo, Argentina, Brasil, México y Venezuela, la 
distribución territorial del poder público en forma 
vertical hace que los órganos políticos de los estados 
o provincias y municipales tengan a u tono mía, in el u­
so para regular los procedimientos administrativos, 
no existiendo una sola y general ley nacional de pro­
cedimientos administrativos. Por ello, en México y 
en Brasil, la ley se denomina "ley federal" de proce­
dimientos administrativos, para distinguirla de las 

65 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2010. Asociación Internacional de Derecho Administrativo



ALLAN R. BREWER-CARÍAS 

leyes de cada uno de los estados o provincias de la 
federación sobre procedimientos administrativos. En 
el caso argentino, la "ley nacional" de procedimien­
tos administrativos es distinta e independiente de 
las leyes provinciales sobre procedimientos adminis­
trativos, las cuales, incluso, históricamente son an­
teriores a la ley nacional. 
En el caso de Venezuela sucede lo mismo: siendo la 
forma del Estado la de un Estado federal, la Ley Or­
gánica de Procedimientos Administrativos nacional 
en principio no está destinada a los estados y muni­
cipios, entidades que en principio tienen autonomía 
normativa para regular sus propios procedimientos 
administrativos. Sin embargo, por el principio de la 
extensión, la propia ley orgánica nacional señala que 
las disposiciones de la misma rigen respecto de los 
estados y municipios, "en cuanto les sea aplicable" 
(art. 1 °). En esta forma, a través de este principio de 
extensión se permite, a nivel de los principios del 
procedimiento, controlar la legalidad de la actuación 
de los estados y los municipios, hayan ellos dictado 
o no sus propias leyes u ordenanzas sobre procedi­
mientos administrativos, lo que por la tendencia 
centralizadora ha sido excepcionalísimo. 
En Venezuela, incluso, el principio de extensión 
condujo a prever la aplicabilidad de la ley orgánica a 
lo que eran las administraciones públicas funcio­
nalmente autónomas de rango constitucional, como 
la Contraloría General de la República, el Consejo de 
la Judicatura y el Ministerio Público; entidades que 
han sido configuradas, en la Constitución de 1999, 
como órganos que forman parte de la penta división 
del poder público. Por ello, a la Contraloría General 
de la República y a la Fiscalía General de la Repú­
blica habría que agregar, entre esas entidades a las 
cuales se debería aplicar la Ley "en cuanto su nor-
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mativa les sea aplicable", a la Defensoría del Pueblo, 
al Consejo Nacional Electoral e, incluso, a la Direc­
ción Ejecutiva de la Magistratura del Tribunal Su­
premo de Justicia, creada con la eliminación del 
Consejo de la Judicatura. 
Puede decirse, que este principio de la extensión ha 
adquirido una nueva dimensión en la Constitución 
venezolana de 1999 al haber establecido no sólo la 
forma federal del Estado sino al haber dispuesto a 
nivel nacional (poder público nacional) la antes 
mencionada penta división del poder público (legis­
lativo, ejecutivo, judicial, ciudadano y electoral) y 
haber regulado en el propio texto constitucional al­
gunos aspectos de la Administración pública. En 
efecto, la Constitución de 1999 contiene un extenso 
titulo IV relativo al "Poder Público", cuyas normas se 
aplican a todos los órganos que ejercen el poder pú­
blico tal como lo indica el artículo 136: en su distri­
bución vertical o territorial (poder municipal, poder 
de los estados y poder nacional); y, en el nivel na­
cional, en su distribución horizontal (legislativo, eje­
cutivo, judicial, ciudadano y electoral). 
En dicho título se incorporó una sección relativa a 
"la Administración Pública", cuyas normas se apli­
can a todos los órganos y entes que ejercen esos 
poderes públicos. De allí que lo primero que debe 
determinarse es cuáles son los órganos estatales 
que ejercen el poder público y que pueden conside­
rarse como tal "Administración Pública". 
Ante todo, por supuesto, están los órganos de los 
diversos niveles territoriales del poder público (na­
ci.onal, estados y municipal) que ejercen el poder 
Ejecutivo. En consecuencia, las normas que contie­
ne la sección se aplican a todas las "Administracio­
nes Públicas" ejecutivas de la República (Adminis­
tración pública nacional), de los estados (Adminis-
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tración pública "estadal"), de los municipios (Admi­
nistración pública municipal) y de las otras entida­
des políticas territoriales que establece el artículo 16 
de la Constitución, entre las cuales se destacan los 
distritos metropolitanos cuyos órganos ejercen el 
poder municipal. 
Pero la Administración pública del Estado venezo­
lano, en los tres niveles territoriales de distribución 
vertical del poder público, no se agota en los órganos 
y entes de la Administración pública ejecutiva (que 
ejercen el poder Ejecutivo), pues también comprende 
los otros órganos de los poderes públicos que desa­
rrollan las funciones del Estado de carácter suble­
gal. En tal sentido, en el nivel nacional, los órgarws 
que ejercen el poder Ciudadano (Fiscalía General de 
la República, Contraloría General de la República y 
Defensoría del Pueblo) y el poder Electoral (Consejo 
Nacional Electoral), sin la menor duda son órganos 
que integran la Administración pública del Estado, 
organizados con autonomía funcional respecto de 
los órganos que ejercen otros poderes del Estado. En 
cuanto a los órganos que ejercen el poder Judicial, 
los que conforman la Dirección Ejecutiva de la Ma­
gistratura mediante la cual el Tribunal Supremo de 
Justicia ejerce la dirección, gobierno y Administra­
ción del poder Judicial, también son parte de la Ad­
ministración pública del Estado. 
En consecuencia, en los términos de la sección se­
gunda del título IV de la Constitución de Venezuela, 
la Administración pública del Estado no sólo está 
conformada por órganos que ejercen el poder Ejecu­
tivo, sino por los órganos que ejercen el poder Ciu­
dadano y el poder Electoral, y por la Dirección Eje­
cutiva de la Magistratura que en ejercicio del poder 
Judicial tiene a su cargo la dirección, el gobierno y 
la Administración del poder Judicial. 
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Para desarrollar los principios constitucionales rela­
tivos a la Administración pública, se ha dictado la 
mencionada Ley Orgánica de la Administración Pú­
blica (200 1), la cual, como lo indica su artículo 1 o, 

tiene por objeto general: 

1 °)Establecer los principios y bases que rigen 
la organización y el funcionamiento de la Ad­
ministración Pública; 
2°)Establecer los principios y lineamientos de 
la organización y funcionamiento de la Admi­
nistración Pública Nacional y de la Adminis­
tración descentralizada funcionalmente; 
3°)Regular los compromisos de gestión; 
4°)Crear mecanismos para promover la partici­
pación y el control sobre las políticas y resul­
tados públicos; y 
5°)Establecer las normas básicas sobre los ar­
chivos y registros públicos. 

Siendo una ley nacional, por supuesto, sus disposi­
ciones son básicamente "aplicables a la Administra­
ción Pública Nacional" (art. 2). La ley, sin embargo, 
no define qué ha de entenderse por ello; pero de su 
normativa se deduce que abarca la Administración 
pública que conforman los órganos que ejercen el 
poder Ejecutivo nacional y aquéllos que conforman 
la Administración pública nacional descentralizada 
sometida al control de aquél, con forma de derecho 
público. 
En cuanto a la Administración pública que confor­
man los demás órganos del poder público nacional, 
es decir, los que a nivel nacional ejercen el poder 
Judicial, el poder Ciudadano y el poder Electoral, las 
disposiciones de la ley orgánica sólo se les aplican 
"supletoriamente" (art. 2). En cuanto a los órganos 
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que ejercen el poder Legislativo, respecto de las fun­
ciones administrativas que realicen, conforme al 
artículo 2 de la ley orgánica, también se les podrán 
aplicar sus disposiciones supletoriamente. 
En relación con los órganos de los poderes públicos 
que derivan de la distribución territorial del poder 
público, conforme al artículo 2 de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública "los principios y normas 
[de la ley orgánica] que se refieran en general a la 
Administración Pública, o expresamente a los Esta­
dos, Distritos metropolitanos y Municipios, serán de 
obligatoria observancia por éstos, quienes desarro­
llarán los mismos dentro del ámbito de sus respecti­
vas competencias". 
En cuanto a las demás regulaciones de la ley orgá­
nica, rige el mismo principio de su posible aplicación 
supletoria a las administraciones públicas de los 
estados y municipios (art. 2). 

c. Los procedimientos excluidos 

Como excepción al principio de la generalidad, m u­
chas leyes de procedimiento administrativo estable­
cen excepciones expresas y precisas respecto de su 
aplicabilidad a determinados procedimientos. En 
Venezuela, por ejemplo, quedan excluidos de la apli­
cación de la Ley Orgánica de Procedimientos Admi­
nistrativos, "los procedimientos concernientes a la 
seguridad y defensa del Estado" (art. 106). 
En sentido similar, el código colombiano precisa que 
sus normas: 

No se aplicarán en los procedimientos militares 
o de policía que por su naturaleza, requieren 
decisiones de aplicación inmediata, para evitar 
o remediar una perturbación de orden público 
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en los aspectos de defensa nacional, seguri­
dad, tranquilidad, salubridad y circulación de 
personas y cosas. (art. 1). 

En Colombia también se excluyen de la aplicación 
del código los procedimientos "para ejercer la facul­
tad de libre nombramiento y remoción" (art. 1). 
En Argentina, en esta materia, la Ley de Procedi­
mientos Administrativos autoriza al poder Ejecutivo 
para dictar el procedimiento administrativo que regi­
rá respecto de los organismos militares y de defensa 
y seguridad, a propuesta de éstos, adoptando los 
principios básicos de la ley y su reglamento. (art. 2). 
En México, la ley federal establece una amplia ex­
clusión de su aplicabilidad, al disponer que la mis­
ma no será aplicable a: 

Las materias de carácter fiscal, financiero, res­
ponsabilidades de los servidores públicos, elec­
toral, competencia económica, justicias agraria 
y laboral, así como al Ministerio Público en 
ejercicio de sus funciones constitucionales. 
(art. 1). 

B. Los procedimientos especiales y el 
principio de supletoriedad 

Otro princ1p10 derivado de la regulación del proce­
dimiento administrativo es el principio de supleto­
riedad vinculado al régimen de los procedimientos 
especiales. 
En efecto, en todas las leyes de procedimiento ad-' 
ministrativo se señala que pueden haber procedi­
mientos especiales, que serían los aplicables en el 
caso concreto, conforme al principio de la especiali-
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dad. Paralelamente, sin embargo, se regula el prin­
cipio de la supletoriedad, en el sentido de que en 
estos procedimientos especiales se aplica el régimen 
general de la ley, en todo lo no regulado en los refe­
ridos procedimientos especiales. 
Es el caso del código colombiano, en cuyo artículo 1 o 

se prescribe que los procedimientos administrativos 
regulados por leyes especiales, se rigen por éstas y, 
en todo lo no previsto en ellas, se aplican las dispo­
siciones del código. En igual sentido, el régimen ve­
nezolano de la Ley Orgánica de Procedimientos Ad­
ministrativos señala que si hay procedimientos re­
gulados en leyes especiales, estos se aplican con 
preferencia al procedimiento ordinario previsto en la 
ley, en las materias de su especialidad (art. 47). La 
supletoriedad también la regula con precisión la ley 
peruana, al disponer que los procedimientos espe­
ciales creados y regulados como tales por ley expre­
sa, atendiendo a la singularidad de la materia: 

Se rigen supletoriamente por la presente ley en 
aquellos aspectos no previstos y en los que no 
son tratados expresamente de modo distinto 
(art. II, 2). 

En esta forma, el princ1p10 supletorio es un rasgo 
común de estas leyes de procedimiento administra­
tivo, que también recogen las leyes de México (art. 
2), de Argentina (art. 2), de Brasil (art. 68) y de Hon­
duras (art. 2). 

C. El régimen supletorio del procedi-
miento civil 

Otro principio general supletorio que se puede iden­
tificar en el régimen de las leyes de procedimiento 
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administrativo, es el relativo a la aplicabilidad de las 
normas procesales generales respecto de los .proce­
dimientos administrativos. Entre las leyes de proce­
dimiento administrativo que regulan este aspecto 
están las de Costa Rica, México, Honduras y Perú. 
En efecto, la ley general de Costa Rica destinada a 
regular los procedimientos que se desarrollan ante 
la Administración, precisa que en ausencia de dis­
posición expresa de su texto se deban aplicar "su­
pletoriamente", en lo que fueren compatibles, las 
otras leyes que contengan normas procesales, que 
son, la Ley de la Jurisdicción Contencioso Adminis­
trativa y el Código de Procedimiento Civil (art. 229). 
En sentido similar, el artículo 150 de la ley de Hqn­
duras dispone que: 

Artículo 150. Para la resolución de cuestiones 
no previstas expresamente en esta Ley, serán 
de aplicación supletoria los principios genera­
les del procedimiento administrativo y, en su 
defecto, las normas del Código de Procedimien­
tos Civiles siempre que no fueren incompati­
bles con el régimen establecido por la misma. 

En el Perú, la Ley del Procedimiento Administrativ:o 
General dispone que "la regulación propia del derecho 
procesal civil es aplicable sólo en cuanto sea campa, 
tibie con el régimen administrativo" {art. IV,2),~,y ep 
México, la ley federal también prescribe que el CódÍgo 
Federal de Procedimientos Civiles se aplicará, suple~ 
toriamente a esta ley, en lo conducente (art. 2)., 
Este, en todo caso, ha sido uno de los tema~ t.J::a,c;l,i~ 
cionalmente más discutidos en relación al régirnY,n 
procesal administrativo. Las leyes administrativa~ 
están regidas por el principio del informalismo y el 
principio de la flexibilización de la acción adminis-

73 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2010. Asociación Internacional de Derecho Administrativo



ALLAN R. BREWER-CARÍAS 

trativa, por lo que, como principio, el código de pro­
cedimiento civil no debería aplicarse al procedimien­
to administrativo. Incluso en países como Venezue­
la, los tribunales contencioso-administrativos han 
tenido un rechazo sistemático respecto de admitir la 
aplicación de los principios del código de procedi­
miento civil al procedimiento administrativo, preci­
samente, entre otros factores, por los principios del 
informalismo y antiritualismo que deben regir al 
procedimiento administrativo. 
Por ello, en los casos de Costa Rica y de México, 
donde sí se remite expresamente al código de proce­
dimiento civil para lo no previsto en la ley, podría 
identificarse una fuerte contradicción entre el anti­
formalismo del procedimiento administrativo y el 
excesivo formalismo que caracteriza las normas de 
procedimiento civil. 

D. El principio de exclusividad 

Ahora bien, regulado un procedimiento administra­
tivo, sea en una ley especial o en una ley general de 
procedimiento administrativo, dicho procedimiento 
es el que debe aplicarse exclusivamente, siendo el 
único válido y admisible. 
Por tanto, una vez regulado un procedimiento admi­
nistrativo, puede decirse que queda eliminado todo 
ámbito de discrecionalidad de la Administración 
respecto de poder escoger o aplicar un procedimien­
to cualquiera. 
Este es uno de los principios claves derivados de la 
garantía de los particulares frente a la Administra­
ción, el que exclusivamente se aplique el procedi­
miento que regula la ley, no teniendo el funcionario 
poder discrecional alguno para aplicar cualquier 
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otro procedimiento. Lo contrario atentaría contra el 
régimen mismo del procedimiento. 
Por tanto, como garantía de los particulares, en ma­
teria de procedimiento administrativos, el principio 
de exclusividad conduce, en relación a la Adminis­
tración al principio de obligatoriedad. 

2. La obligatoriedad del procedimiento 

A. El principio de la imperatividad 

En efecto, regulado legalmente un procedimiento, el 
mismo es de obligatoria aplicación. Así lo señala la 
ley federal mexicana, al prescribir que las disposi­
ciones sobre procedimiento administrativo: 

Son aplicables a la actuación de los particula­
res ante la Administración Pública Federal, así 
como a los actos a través de los cuales se 
desenvuelve la función administrativa. (art. 12) 

Sin embargo, en las leyes de procedimiento adminis­
trativo se pueden identificar algunos supuestos en 
los que si bien se regula el procedimiento adminis­
trativo, el mismo podría no ser obligatorio. Es el ca­
so, por ejemplo, de procedimientos que no afecten a 
los particulares. El procedimiento administrativo en 
último término, es una garantía de los particulares, 
por lo que, en definitiva, como lo señala la ley de 
Honduras, los órganos y entidades de la Administra­
ción pública: 

Estarán sujetos a la presente Ley, cuando de­
claren, reconozcan o limiten los derechos de 
los particulares (art. 1). 
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Por su parte, la ley general de Costa Rica también 
establece expresamente, en su artículo 308, que el 
procedimiento ordinario que regula, será de obser­
vancia obligatoria en cualquiera de los siguientes 
casos: 

a) Si el acto final puede causar perJUlClO 
grave al administrado, sea imponiéndole obli­
gaciones, suprimiéndole o denegándole dere­
chos subjetivos, o por cualquier otra forma de 
lesión grave y directa a sus derechos o intere­
ses legítimos; y 
b) Si hay contradicción o concurso de in­
teresados frente a la Administración dentro 
del expediente. 

Por ello, también agrega la ley general de Costa Rica 
que el trámite que regula, se aplica "cuando el acto 
final haya de producir efectos en la esfera jurídica 
de otras personas" (art. 215), es decir, pueda causar 
perjuicios o afectar a otros particulares, o cuando 
exista una contradicción o participación de particu­
lares. 

B. Las clases de procedimiento 

Lo antes dicho permite distinguir los procedimientos 
administrativos según sus efectos y, entre ellos, los 
que afecten a los particulares y los que no los afec­
ten, de lo que deriva su obligatoriedad. 
Por ello, si el procedimiento es de efectos internos 
exclusivamente respecto de los órganos de la Admi­
nistración, la ley de Costa Rica prescribe que la Ad­
ministración puede regularlo discrecionalmente. En 
consecuencia, la obligatoriedad es total cuando el 
procedimiento implique actos o acciones que vayan 
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a afectar a los administrados, como lo señala la ley 
de Honduras. Al contrario, cuando ésta afectación a 
los particulares no existe, la Administración tendría 
la libertad de escoger cualquier otra modalidad de 
procedimiento. 
Una excepción a la obligatoriedad se encuentra en la 
ley federal mexicana cuando se refiere a aquellos 
casos en que "medie una situación de emergencia o 
urgencia, debidamente fundada y motivada", su­
puesto en el cual la autoridad puede emitir el acto 
administrativo sin las formalidades del procedimien­
to, pero siempre respetando las garantías individua­
les (art. 61). Con ello, en situaciones excepcionales 
podría obviarse el principio de la obligatoriedad, así 
como también el procedimiento, y dictarse el acto 
sin regirse por la norma preestablecida, pero siem­
pre respetando las garantías de los particulares. 

C. El principio de la responsabilidad 

La obligatoriedad del procedimiento trae como con­
secuencia, en todas las leyes, la aplicación del prin­
cipio de la responsabilidad. En consecuencia, la mo­
ra o la no aplicación del procedimiento o trámites 
compromete la responsabilidad tanto de la Adminis­
tración como del funcionario. 
Así está expresamente regulado en la ley venezolana 
(art. 6), en el código colombiano y en la ley peruana. 
En la primera, se declara responsable al funcionario 
por "retardo, omisión, distorsión o incumplimiento 
de cualquier disposición, procedimiento, trámite o 
plazo" establecido en la ley (art. 100); y en el código 
de Colombia se destina uno de los títulos del libro 
primero a la responsabilidad del funcionario por no 
aplicar el procedimiento administrativo en la forma 
legalmente prescrita. (arts. 76 a 79). La responsabi-
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lidad disciplinaria, en estos casos, en general, ongl­
na la aplicación de sanciones pecunarias como se 
dispone en el art. 151 de la ley de Honduras; en el 
art. 68 de la ley de Brasil; y en el art. 100 de la ley 
de Venezuela. 
En la ley del Perú, además, se detallan los supues­
tos de responsabilidad de los funcionarios por falta 
administrativa en el procedimiento administrativo, 
en los siguientes casos: 

l. Negarse a recibir injustificadamente solici­
tudes, recursos, declaraciones, informaciones 
o expedir constancia sobre ellas. 
2. No entregar, dentro del término legal, los 
documentos recibidos a la autoridad que deba 
decidir u opinar sobre ellos. 
3. Demorar injustificadamente la remisión de 
datos, actuados o expedientes solicitados para 
resolver un procedimiento o la producción de 
un acto procesal sujeto a plazo determinado 
dentro del procedimiento administrativo. 
4. Resolver sin motivación algún asunto some­
tido a su competencia. 
5. Ejecutar un acto que no se encuentre expe­
dito para ello. 
6. No comunicar dentro del término legal la 
causa de abstención en la cual se encuentre 
incurso. 
7. Dilatar el cumplimiento de mandatos supe­
riores o administrativo o contradecir sus deci­
swnes. 
8. Intimidar de alguna manera a quien desee 
plantear queja administrativa o contradecir 
sus decisiones. 
9. Incurrir en ilegalidad manifiesta. 
10. Difundir de cualquier modo o permitir el 
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acceso a la información confidencial. 

En la ley de Honduras, por su parte, se regula el 
procedimiento de queja ante el superior inmediato 
del presunto responsable, en relación con "los retra­
sos injustificados o defectos de tramitación durante 
el procedimiento", a los efectos de la determinación 
de la responsabilidad disciplinaria, con intervención 
de la Contraloría General de la República (art. 117). 
La ley del Perú también regula en detalle el proce­
dimiento de queja contra los defectos de tramitación 
(art. 158). 

3. El principio del paralelismo de las formas 

Un principio que también se debe indicar como con­
secuencia de la regulación del procedimiento admi­
nistrativo, es el principio del paralelismo de las for­
mas. 
Es decir, regulado un procedimiento para la produc­
ción de un acto administrativo, cualquier modifica­
ción posterior del acto dictado, aun cuando no esté 
regulada expresamente, debe seguir las mismas 
formas y formalidades prescritas para su producción 
inicial. Este principio puede tener una aplicación 
importante, porque muchas veces el ordenamiento 
sólo regula el procedimiento para la emisión del ac­
to, pero no sus modificaciones. El principio del para­
lelismo de las formas obliga a que las modificaciones 
también se rijan por los mismos principios que guia­
ron la emisión. 
La consagración de este principio, por ejemplo, está 
en la ley del Perú, la cual al regular la potestad de la 
Administración para rectificar los errores materiales 
o aritméticos en los actos administrativos indica que 
"la rectificación adopta las formas y modalidades de 
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comunicación o publicación que corresponda para el 
acto original" (art. 201,2). 
En todo caso, se trata de un principio que ha sido 
admitido por la jurisprudencia con mucha frecuen­
cia, el cual puede conducir a nuevos ámbitos de 
control de la legalidad. 

4. La proscripción de las vías de hecho 

La consecuencia de la regulación del procedimiento 
y del necesario sometimiento a la ley que lo regula 
es la necesidad de que la Administración, en su ac­
tuación, tenga que seguir siempre las vías legales. 
La consecuencia de esto es que quedan proscritas 
las vías de hecho, las cuales existirían en toda ac­
tuación de la Administración que se aparte del pro­
cedimiento legalmente establecido o cuando la Ad­
ministración pretenda adoptar una decisión sin que 
exista un acto previo que la autorice. 
Este principio se encuentra regulado, por ejemplo, 
en la ley orgánica venezolana, en materia de ejecu­
ción de actos administrativos, al establecer que: 

Ningún órgano de la Administración podrá rea­
lizar actos materiales que menoscaben o per­
turben el ejercicio de los derechos de los parti­
culares, sin que previamente haya sido dictada 
la decisión que sirva de fundamento a los ac­
tos. (art. 78) 

En sentido similar, la ley de Honduras prescribe 
que: 

Ninguna actuación material que límite dere­
chos de los particulares podrá iniciarse sin que 
previamente haya sido adoptada y legalmente 
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comunicada la decisión que le sirva del fun­
damento jurídico (art. 20). 

Por ello, la actuación de la Administración mediante 
actos materiales se considera como una vía de he­
cho si no tiene su fundamento en un acto adminis­
trativo formal previo de la propia Administración. 
En el caso de la legislación argentina, la regulación 
de las "vías de hecho" es expresa al imponer a la 
Administración la abstención de "comportamientos 
que importen vías de hecho administrativas lesivas 
de un derecho o garantía constitucionales" (art. 
9,a). 
Incluso, en la ley argentina se califica como "vía de 
hecho" la actuación consistente en poner en ejecu­
ción un acto administrativo cuando está pendiente . 
algún recurso administrativo de los que impliquen 
efectos respecto de la ejecución del acto; o cuando 
habiéndose resuelto, no hubiere sido notificado (art. 
9,b). 
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